INTERPONE ACCION DE AMPARO - SOLICITA MEDIDA CAUTELAR DE NO INNOVAR

Señor Juez:
Alejandro Bodart, en mi carácter de Legislador de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, constituyendo domicilio legal en la calle Tucumán 1581 Piso 1º Oficina 14 de esta Ciudad, juntamente con mi letrado patrocinante, Carlos Lucero Paz, abogado inscripto al T° 92 F° 373 del CPACF, respetuosamente nos presentamos ante V.S. y decimos:

I.- OBJETO

Que venimos por el presente en los términos del artículo 20 de la Ley 2.145 a contestar en tiempo y forma la vista conferida por V.S. en razón de la apelación efectuada por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires contra la resolución que ordena, con carácter cautelar, la suspensión de la entrada en vigencia de la Resolución N° 1798/SBASE/13 hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo debatida en estos autos.
II.- HECHOS

Con fecha 11 de marzo pasado, esta parte interpuso acción de amparo contra la Resolución N° 1798/SBASE/13 dictada por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, por la cual se disponía un aumento en la tarifa del boleto del subte a 3,50 pesos, la cual se haría efectiva el pasado 20 de marzo.
Es así que ante el planteo efectuado por esta parte, el titular del Juzgado en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires Nº 3, Dr. Pablo Mantaras, resolvió ordenar al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con carácter precautelar suspenda la entrada en vigencia de la Resolución N° 1798/SBASE/13, hasta tanto se resuelva la medida cautelar solicitada en autos, y asimismo ordenó al Gobierno de la Ciudad a que acompañe un informe del cual resulten los antecedentes que motivaron el dictado de la resolución puesta en crisis.

En este orden de cosas, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires acompañó los antecedentes que motivaron el dictado de la Resolución Nº 1798/SBASE/13 -fs. 29/35-, identificados como expedientes administrativos N° 841363/2013 iniciado por SBASE “S/ actuación N° 0073-00041334 Ref. solicitud de dictamen s/ tratamiento modificación tarifa de servicios de subte” en 105 fojas más la carátula, y N° 234113/2013, iniciado por la Dirección General Técnica, Administrativa y Legal de la Jefatura de Gabinete “Proyecto de decreto” en 480 fs., documentación que ha sido reservada en Secretaría conforme constancias de fojas 35 vta.
Surge, en lo relevante, la siguiente documentación:
(a) La “Propuesta del Nuevo Cuadro Tarifario” abordado en la audiencia pública del 1º de marzo de este año (fojas 7 a 10 vta. del expediente administrativo N° 841363/2013);
(b) Un proyecto de resolución estableciendo el nuevo marco tarifario (fojas 90/92 del expediente administrativo N° 841363/2013);
(c) Dictamen de la Procuración General previo al dictado de la Resolución (fs. 96/97 vta. del expediente administrativo N° 841363/2013);
(d) Versión taquigráfica de la audiencia pública (fojas 11/89 del expediente administrativo N° 841363/2013);
(e) Observaciones y opiniones respecto del proyecto de acto administrativo de modificación tarifaria, luego aprobado por Resolución N°1789/SBASE/13 (fojas 355/396 y 441/480 del expediente administrativo N° 234113/2013);
(f) Informe final de la audiencia pública elaborado por el Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad (EURSP) el día 13 de marzo pasado, aprobado por Resolución N°182/2013 (fojas 402/438 del expediente administrativo N° 234113/2013).
Luego de recibidas las actuaciones desde el Ministerio Público Fiscal el pasado 23 de marzo -cuyo dictamen luce a fojas 20/21-, los autos pasaron a resolver la medida cautelar solicitada.
Ante la evidente orfandad probatoria aportada por el demandado, el Dr. Pablo Mantaras resolvió admitir la medida cautelar solicitada por esta parte y, en consecuencia, ordenar la suspensión de la entrada en vigencia de la Resolución 1798/SBASE/13 hasta tanto se resuelva la cuestión debatida en autos.
Contra la mencionada resolución de fecha 25 de marzo, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin aportar novedad alguna a sus endebles argumentos, articula recurso de apelación.
III.- FUNDAMENTOS

3.1.- Respecto del planteo de Conexidad

En un vano intento por llevar adelante una medida arbitraria e infundada, el demandado realiza un planteo de conexidad sin ningún tipo de asidero jurídico, denunciando la existencia de los autos caratulados “Ciudadanos libres por la calidad Institucional Asociación Civil contra GCBA Sobre Amparo”.
Ahora bien; la realidad de los hechos es que estamos en presencia de dos expedientes que no guardan identidad de objeto y causa. En tal inteligencia, obra a fs 168 informe actuarial donde da cuenta de cuál ha sido el objeto del expediente que trae a cuenta el demandado. Es así que el objeto del mencionado expediente ha sido la declaración de nulidad del Decreto Nº 27/GCBA/2012, del 5 de enero de 2012, que dispuso el aumento del boleto del subterráneo en un 127%, pasando de costar 1,10 a 2,50 pesos, siendo demandados el GCBA, SBASE y Metrovías S.A.
En atención a lo expuesto, resulta evidente que en los presentes actuados estamos ante el tratamiento de un objeto y causa cabalmente diferentes.
IV.- RESPECTO DEL PRIMER AGRAVIO

En lo que respecta al endeble planteo efectuado por la contraria, es dable recordar lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: "...Toda persona puede ejercer acción expedita, rápida y gratuita de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, la presente Constitución, las leyes dictadas en su consecuencia y los tratados interjurisdiccionales en los que la Ciudad sea parte.

"Están legitimados para interponerla cualquier habitante y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma de discriminación, o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección del ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio cultural e histórico de la Ciudad, de la competencia, del usuario o del consumidor.

"El agotamiento de la vía administrativa no es requisito para su procedencia.

"El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.

"Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva."

Asimismo, el artículo 46 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires reza: “La Ciudad garantiza la defensa de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, en su relación de consumo, contra la distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los afecten. Protege la salud, la seguridad y el patrimonio de los consumidores y usuarios, asegurándoles trato equitativo, libertad de elección y el acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna…”

A su vez, el art 26 de la Constitución de nuestra Ciudad dispone: "El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.

"Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer."
En tal sentido, resulta claro que mi condición de Diputado de la Ciudad no me priva de la condición de ciudadano y, como tal, la resolución puesta en crisis afecta notoriamente tanto mis derechos de ciudadano como los de la totalidad de los habitantes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires e incluso los de otros distritos que vengan a la misma, ya sea porque deban abonar un tarifa del subte más cara y/o por resultar afectados por un mayor tránsito y contaminación en la superficie fruto del flujo que se derivaría a los colectivos.

Es así que, conforme lo dispuesto en los artículos mencionados, me encuentro perfectamente habilitado a interponer la presente acción de amparo.
V.- RESPECTO DEL SEGUNDO AGRAVIO

5.1. Peligro en la demora
En tal sentido ha sido claro V.S. al entender que en los presentes actuados se da este presupuesto esencial para el dictado de la medida cautelar. En tal sentido, vale recordar que “…la entrada en vigencia del nuevo cuadro tarifario -establecido por la Resolución N°1798/SBASE/13–sin que la Ciudad hubiese instrumentado y ejecutado algún tipo de política pública permitiendo y asegurando el acceso al servicio a aquellas personas que no disponen de recursos suficientes para pagar la nueva tarifa, podría causar un perjuicio de muy difícil o, directamente, de imposible reparación ulterior. En tal sentido, en el Informe elaborado por el Ente Único Regulador se afirma que entre el año 2011 y el 2012 se produjo una merma de casi el 24% en el volumen general de pasajeros pagos, aunque aclarando que puede que no toda la disminución haya sido 'exclusivamente' como consecuencia del anterior aumento -dispuesto por el Decreto N° 27/12- (ver fojas 436 vta. del expte. adm. N° 234113/2013).
"Asimismo, en el citado documento se señala que -hasta el momento- el Gobierno no habría realizado los estudios necesarios para determinar cuál podría ser el impacto de la suba del boleto en el universo de usuarios del servicio. Estas circunstancias permiten inferir -al menos con la provisoriedad exigible en esta etapa del proceso- que un nuevo aumento podría tener un efecto similar al que tuvo la anterior modificación de la tarifa y que, según informó el Ente, determinó que un grupo relevante de usuarios ya no pudiera afrontar el nuevo costo del pasaje. En ese contexto, ante los evidentes perjuicios para un grupo numeroso de usuarios que plausiblemente podrían derivarse de la ejecución del acto cuestionado, corresponde concluir que el peligro en la demora invocado por el actor aparece como razonablemente configurado en autos…”
La realidad de los hechos es que hasta tanto el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires acredite en forma fehaciente la necesidad del aumento y funde correctamente tal pretensión, resulta más que razonable preservar los derechos de los usuarios del subte y de los ciudadanos en general, los cuales se verían ciertamente afectados. De concretarse la suba de tarifa decretada y luego suspendida, existen derechos que se verían afectados de una manera irreparable hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo.
El art. 26 de la Constitución de la Ciudad dispone: "El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.

"Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer. (…)

"Toda persona tiene derecho, a su solo pedido, a recibir libremente información sobre el impacto que causan o pueden causar sobre el ambiente actividades públicas o privadas." (subrayados nuestros)

Si el anterior aumento del boleto de subte conllevó una reducción de alrededor del 24% de los usuarios del servicio y los empujó al transporte en colectivo, es evidente que de ese modo se afectó el derecho constitucional a gozar de un ambiente sano como patrimonio común. Un nuevo aumento tarifario sin duda agravaría dicha afectación, por lo cual es a todas luces correcto que ese daño inminente deba cesar.
Es más: el Gobierno de la Ciudad tampoco proveyó ninguna información seria y objetiva sobre el impacto y las consecuencias que provocaría la aplicación de su medida, dado que no realizó ningún estudio previo de impacto ambiental ni social de la misma.

En similar sentido, el art. 46 de la Constitución local establece: "La Ciudad garantiza la defensa de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, en su relación de consumo, contra la distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los afecten.

"Protege la salud, la seguridad y el patrimonio de los consumidores y usuarios, asegurándoles trato equitativo, libertad de elección y el acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna, y sanciona los mensajes publicitarios que distorsionen su voluntad de compra mediante técnicas que la ley determine como inadecuadas." (subrayados nuestros)
A nuestro entender, el pretendido aumento de tarifa no solamente distorsiona el mercado y afecta un servicio que tiene carácter monopólico, sino que tampoco se respalda en una información transparente, adecuada, veraz y oportuna a los usuarios y a la ciudadanía, toda vez que ni el Gobierno de la Ciudad ni la empresa SBASE (Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado) han realizado una auditoría sobre la empresa privada Metrovías S.A. -perteneciente al poderoso Grupo Roggio- y los reales costos del servicio de subte.
Por otra parte, peligro en la demora (periculum in mora) es aquel recaudo que exige la probabilidad de que la tutela jurídica definitiva que la actora aguarda de la sentencia a pronunciarse en el proceso principal no pueda en los hechos realizarse, es decir que, a raíz del transcurso del tiempo, los efectos del fallo final resulten prácticamente inoperantes (Conf. CNFEd. Contencioso administrativo, Sala IV, 1999/05/13 “Peyras, Héctor ER c. FEMESA y otro”, La Ley, Supl. de Jurisprudencia de Derecho Administrativo del 14/08/00). En el caso, tal extremo está configurado por el hecho de que la mera aplicación de lo decidido por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires implica en sí mismo la violación de derechos reconocidos constitucionalmente y en diversos tratados internacionales. El peligro en la demora se asienta en que la fecha fijada para la suba del precio del boleto del subterráneo ha sido el 15 de marzo del corriente.
Se dan claramente los requisitos exigidos para la procedencia del presente instituto, toda vez que puede apreciarse cómo el GCBA ha adoptado una medida tendiente a atentar contra los usuarios y contra el derecho de todo ciudadano a gozar de un medio ambiente sano y limpio. De llevarse adelante el pretendido aumento del boleto se afectarían derechos de índole constitucional, atentando contra el interés público, que debe primar ante todo y el cual debe ser garantizado ante su vulneración, máxime cuando el acto proviene de la propia administración pública.
5.2. Verosimilitud del derecho
La verosimilitud del derecho ha sido holgadamente planteada en el escrito que diera inicio a las presentes actuaciones. La falta de fundamentación por parte del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para llevar adelante la resolución puesta en crisis ha abonado la verosimilitud del derecho esgrimida por esta parte. Lo cierto es que hasta el momento el demandado ha sido incapaz de fundar la necesidad de aumentar el boleto, no ha aportado datos concretos que así lo exijan ni ha realizado auditoría alguna que justifique razonadamente dicho aumento y su monto.
Respecto de los posibles parámetros y criterios para establecer la razonabilidad de la tarifa, cabe recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha fijado algunas pautas orientadoras, al sostener que “la tarifa razonable es la necesaria para cubrir el costo del servicio, los gastos de explotación, conservación, renovación y amortización del capital, más una utilidad razonable y justa” (CSJN, Compañía de Tranvías Anglo Argentina v. Nación Argentina, Fallos 262: 555).

En momento alguno se han aportado elementos probatorios que acrediten en forma fehaciente la necesidad del mencionado aumento en la tarifa del subterráneo. La medida adoptada por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires de incrementar caprichosa y arbitrariamente el boleto del subte constituye entonces una decisión elitista, sin otro sustento más que preservar la tasa de ganancias del concesionario privado Metrovías S.A.-Roggio a costa del bolsillo de los pasajeros, en una verdadera aberración social, técnica, política, histórica y jurídica.
Durante sus casi 100 años de servicio, en términos generales el subterráneo ha brindado un servicio económico y accesible a la totalidad de los ciudadanos. De aplicarse el aumento suspendido, en los últimos 15 meses el boleto habría subido un 218%: un porcentaje que multiplica sobradas veces el índice de inflación en dicho período.
El aumento del boleto del subte acarrea graves perjuicios para los pasajeros y para la ciudadanía en su conjunto. Dicha aseveración surge con claridad de la tendencia que se viene dando a partir del último aumento, el cual implicó que buena parte de los usuarios se vieran obligados a dejar de utilizarlo. A su vez, nadie ignora que el transporte en colectivo es habitualmente más lento y engorroso, teniendo por consecuencia una mayor pérdida de tiempo en llegar y volver del lugar de trabajo o estudio.
Respecto de lo esgrimido por la contraria en el punto 3.1.1, resulta cierto que la Ley 4.472 dispone “la necesidad de desarrollar diversas acciones tendientes a mejorar las condiciones de prestación del servicio del subte y adoptar medidas necesarias en procura de la seguridad de la prestación del mismo en el menor plazo posible, reestructurar la prestación del servicio bajo parámetros de gestión y eficiencia y desarrollar programas de modernización con el fin de promover la calidad y seguridad”. Ahora bien; el GCBA no ha acreditado de ningún modo de qué manera el aumento del boleto contribuiría a mejorar significativamente la calidad del servicio del subte. Vale recordar que el último aumento decretado el pasado mes de enero del 2012 no se ha traducido en mejora alguna en el mencionado servicio.
Desde la privatización del servicio de subte llevada adelante en el año 1994, o sea desde hace nada menos que 19 años, la empresa Metrovías S.A. del Grupo Roggio, pese a haber recibido cuantiosos subsidios del Estado, ha incumplido sus obligaciones contractuales y no ha garantizado la mejora del servicio ni las condiciones de seguridad necesarias.
Al mismo tiempo, su llamativo esquema de administración y gestión, por el cual Metrovías ha tercerizado los sectores más rentables derivados de la concesión y ha contratado servicios a altos precios a una decena de empresas todas ellas pertenecientes al mismo grupo económico, generando así un supuesto déficit que busca compensar solicitando más subsidios estatales y/o tarifas más caras, debiera ser objeto de una profunda auditoría e inclusive de una investigación penal.
Por otra parte, si bien es cierto que estamos en presencia de un proceso inflacionario, no menos cierto es que de modo alguno la demandada acreditó de qué manera un aumento del boleto del subte a 3,50 pesos cubriría los gastos operativos necesarios para garantizar el correcto funcionamiento del servicio, toda vez que ni siquiera ha acreditado cuáles y cuántos son dichos gastos ni cómo se ven afectados por la inflación.
En este marco, la afirmación general y abstracta de la demandada de que "los sistemas tarifarios de todo el mundo se basan en los índices de afectación inmediata de inflación para la readecuación de la tarifa" es directamente una falacia. Por caso, en muchas capitales y ciudades del mundo en donde el subterráneo es estatal dicha "afectación inmediata" está supeditada al rol social que tiene toda tarifa cuando se trata de un servicio público. Asimismo, las fórmulas y ejemplos esgrimidos por la demandada (¡RPI - X + K + Y para los servicios privatizados en Inglaterra o el price cap para las telecomunicaciones en Estados Unidos!) rozan lo irrisorio por ser ajenos a la cuestión concreta aquí en debate: el aumento injustificado de la tarifa del subte porteño y sus consecuencias.
Esta parte concuerda respecto del fracaso de la política de subsidios estatales al transporte público. Más aún: estamos convencidos de que lo que ha fracasado abierta y rotundamente, en particular en el sistema de transporte público de la Ciudad y del país, es la política de privatizaciones implementada desde los '90 por el gobierno de Carlos Saúl Menem y lamentablemente sostenida hasta la actualidad. No obstante, no puede ponerse dicho fracaso en cabeza de los usuarios. Por cierto, no pueden ni deben ser los pasajeros quienes solventen los supuestos costos de la empresa Metrovías S.A. a través del aumento del boleto. Esa pretendida suba de la tarifa tampoco se les debe echar en cargo a los trabajadores del subte, como apunta la demandada con su alusión al "aumento que pedirán próximamente los metrodelegados".
Esta parte también concuerda en que el subterráneo presenta evidentes signos de deterioro en su material rodante, vías, estaciones e instalaciones, frecuencia y horarios de viajes, mantenimiento, limpieza y seguridad, entre otros problemas. No obstante, tal como se dijera anteriormente, no pueden ni deben ser los usuarios quienes carguen con el costo de la desinversión por parte de una empresa privada irresponsable que se ha beneficiado desde hace casi dos décadas con la explotación del subte y a la cual, pese a que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires reconoce la falta de inversión, le ha renovado hace muy poco el contrato de concesión.
El Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires menciona que el aumento del subterráneo permitirá mejorar la calidad y la seguridad del servicio. Sin embargo, lo esgrimido por la contraria no encuentra asidero probatorio alguno, ya que no ha sido capaz de acreditar en forma fehaciente de qué manera un aumento del boleto a 3,50 pesos conllevaría una mejora efectiva y global del servicio.
La contraria hace referencia a un informe presentado por SBASE (al cual V.S. tuvo presente para el momento procesal oportuno) en donde se hace referencia que en realidad la tarifa debería ser de 5.11, 5.56 ó 4.93 pesos. Dicho informe carece de fundamento alguno que justifique de dónde surgen esos montos arbitrarios: son meros dichos sin sustento. En el mencionado informe se pretende justificar la orfandad probatoria argumentando que los costos operativos son "de fácil acceso a un juez" porque son públicos y que los balances de Metrovías S.A. son “públicos” porque “cotizan en bolsa”. Es de destacar que pese a lo dicho en el citado informe, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sido incapaz de acreditar en autos los gastos operativos y de qué modo el aumento en cuestión se traduciría -repetimos- en una mejora en el servicio de subte.
Respecto del punto 3.1.2, si bien es cierto que conforme la Ley 4.472 SBASE podrá fijar las tarifas y los cuadros tarifarios, previa audiencia pública y conforme la normativa vigente, no menos cierto es que las mismas deben adecuarse a parámetros de razonabilidad y es en este punto -como se ha dicho anteriormente- donde el GCBA no ha podido acreditar la razonabilidad de dicha medida.
Respecto del punto 3.1.3, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta que el aumento en el boleto permitiría la "ejecución de obras que salvaguarden la seguridad de los usuarios de los servicios". Ahora bien, no ha sido capaz de acreditar qué obras específicas realizará con el dinero procedente del pretendido aumento del boleto, con lo cual son meros dichos sin sustento probatorio alguno.
Del planteo efectuado por la accionada surge que la seguridad de los usuarios se encontraría en peligro, pese a lo cual de manera casi automática le ha prorrogado el contrato a una empresa que según el propio GCBA presta un servicio deficiente y pone en riesgo la salud, integridad física e incluso la vida de los ciudadanos. No pueden ser los ciudadanos quienes costeen las mejoras necesarias para resguardar su propia seguridad: brindar un servicio seguro y eficiente es responsabilidad de la empresa. En todo caso, si Metrovías S.A. no se encuentra capacitada para así hacerlo, en vez de haberle prorrogado la concesión el propio Gobierno de la Ciudad debería revocársela de inmediato. Pretender, como lo hace la demandada, que el aumento tarifario es "urgente" y que sin él no se podrían "ejecutar obras que salvaguarden la seguridad de los usuarios" es entonces un chantaje inaceptable.
Respecto de los puntos 3.1.4, 3.1.5 y 3.1.6 se da por contestado a lo largo del presente.
Respecto del punto 3.1.6, merece ser refutada la afirmación de la demandada de que "la tarifa (del subte) no puede ser considerada sin considerar la política ferroviaria en general: tarifas bajas = servicio malo, inseguro e incomodidad". Más allá de nuestros cuestionamientos a la política del gobierno nacional de mantener los ferrocarriles privatizados, que obviamente no es materia de debate en esta causa, semejante simplismo por parte del Gobierno de la Ciudad no demuestra en absoluto la suposición contraria, de que tarifas altas = buen servicio, seguro y comodidad.
Por otra parte, la demandada plantea en el punto 3 que "se ha realizado un estudio preliminar de los costos de operación de un servicio bajo los estándares de calidad y seguridad exigidos por SBASE, que son distintos a los que se venían registrando los años anteriores." Pero una vez más no ha aportado tal "estudio preliminar", ni sus "estándares de calidad y seguridad", ni la correspondiente comparación con los costos de "los años anteriores".
Respecto del punto 3.1.8, resulta claro el carácter cautelar de la medida dictada por el Dr. Pablo Mantaras, al primar la protección del derecho más vulnerable, de manera que ante la inminencia del aumento tarifario cabe proteger al usuario que verá privado del acceso al servicio.
Ha sido claro el Dr. Mantaras al manifestar que “la entrada en vigencia del nuevo cuadro tarifario -establecido por la Resolución N°1798/SBASE/13-sin que la Ciudad hubiese instrumentado y ejecutado algún tipo de política pública permitiendo y asegurando el acceso al servicio a aquellas personas que no disponen de recursos suficientes para pagar la nueva tarifa, podría causar un perjuicio de muy difícil o, directamente, de imposible reparación ulterior. En tal sentido, en el Informe elaborado por el Ente Único Regulador se afirma que entre el año 2011 y el 2012 se produjo una merma de casi el 24% en el volumen general de pasajeros pagos, aunque aclarando que puede ser que no toda la disminución haya sido 'exclusivamente' como consecuencia del anterior aumento -dispuesto  por el Decreto N° 27/12- (ver fojas 436 vta. del expte. adm. N° 234113/2013). Asimismo, en el citado documento se señala que -hasta el momento- el Gobierno no habría realizado los estudios necesarios para determinar cuál podría ser el impacto de la suba del boleto en el universo de usuarios del servicio. Estas circunstancias permiten inferir -al menos con la provisoriedad exigible en esta etapa del proceso- que un nuevo aumento podría tener un efecto similar al que tuvo la anterior modificación de la tarifa y que, según informó el Ente, determinó que un grupo relevante de usuarios ya no pudiera afrontar el nuevo costo del pasaje. En ese contexto, ante los evidentes perjuicios para un grupo numeroso de usuarios que plausiblemente podrían derivarse de la ejecución del acto cuestionado…”
Lo cierto es que se suspende la aplicación de la Resolución puesta en crisis hasta que el Gobierno de la Ciudad acredite los mencionados extremos, lo cual hasta el momento no ha sucedido.
Respecto de los puntos 3.1.9 y 3.1.10, ya han sido contestados a lo largo del presente.
VI.- RESPECTO DEL CUARTO AGRAVIO

A lo largo del escrito de inicio se ha acreditado fehacientemente el daño actual o inminente que provocaría la resolución puesta en crisis, siendo damnificados no solo quien acciona sino -aparte de las consecuencias ambientales y el mayor colapso del tránsito- la totalidad de los usuarios del subterráneo.

Los argumentos de los cuales se vale esta parte lejos están de ser meras conjeturas o "hipótesis no comprobadas", según sostiene la demandada. Por el contrario, lo dicho por nosotros encuentra asidero probatorio. En tal sentido, en el Informe elaborado por el Ente Único Regulador se afirma que entre el año 2011 y el 2012 se produjo una merma de casi el 24% en el volumen general de pasajeros pagos a partir del Decreto N° 27/12 que dispuso el anterior aumento del servicio de subte.
La Resolución puesta en crisis acredita fehacientemente que se suspende la medida precautoriamente a los efectos de evitar un perjuicio irreparable, especifico, concreto y cierto. Vale recordar lo dicho por V.S.: “…sin que la Ciudad hubiese instrumentado y ejecutado algún tipo de política pública permitiendo y asegurando el acceso al servicio a aquellas personas que no disponen de recursos suficientes para pagar la nueva tarifa, podría causar un perjuicio de muy difícil o, directamente, de imposible reparación ulterior…”
Sostener, como la hace la demandada en la objeción a) de su apelación, que ante una sentencia favorable al fondo de nuestro amparo "siempre será posible la devolución de lo percibido incorrectamente" es, claro está, otra falacia.
VII.- RESPECTO DEL QUINTO AGRAVIO

Según el texto de la apelación presentada por el Gobierno de la Ciudad a través de su Procuración General, la cautelar recurrida "vulnera la división de poderes", tiene "gravedad institucional" y "enerva facultades que son propias del Estado de la CABA".
Es precisamente al revés. ¡Lo que en realidad tiene suma gravedad institucional es que se hable de "facultades propias del Estado" asimilando éste únicamente al Poder Ejecutivo y sus decisiones, como si el Poder Judicial, al igual que el Poder Legislativo, no fueran -dentro de la división de poderes- parte constituyente del Estado y tuvieran sus propias facultades! Semejante afirmación desnuda explícitamente la concepción política totalitaria de la gestión gubernamental que encabeza el Ing. Mauricio Macri, que reduce Estado a Poder Ejecutivo y, mientras critica la reforma judicial a nivel nacional, apunta en nuestra Ciudad contra las cautelares que protegen derechos.

La realidad de las cosas es que V.S. resolvió respecto de una resolución dictada por el Poder Ejecutivo local, la cual resulta a todas luces arbitraria, innecesaria e infundada. La decisión de V.S. no hace más que honrar la división constitucional de poderes en su verdadero contenido, controlando la razonabilidad de una medida injusta que afecta derechos de sectores significativos de ciudadanos y ciudadanas.
VIII.- RESPECTO DEL SEXTO AGRAVIO
Resulta falso que la resolución de V.S. afecte el principio de congruencia. No es cierto que exceda el marco de la litis. La realidad de los hechos es que el Dr. Mantaras se ha pronunciado respecto de una situación puesta en análisis por quien suscribe a fin de evitar que se implemente un subte para pocos, elitista, al expulsar del mismo a miles y miles de usuarios con las consecuencias ya arriba descriptas.
En su punto VI.2, la demandada insiste en afirmar que la cautelar resuelta por V.S. implica un "desconocimiento de las facultades del Estado", volviendo a reducir Estado al mero Poder Ejecutivo.

Según el punto b.4) de la apelación presentada, "el razonamiento del juez de grado contiene un error de base que vicia toda conclusión: que el GCBA debe en este acto demostrar cuál es el esquema de costos empleado para determinar el aumento tarifario" y "corresponde al actor demostrar, en base a esquemas de costos, ingresos y egresos, que el aumento dispuesto es irrazonable o ilegítimo".
Aquí sí que estamos frente a un burdo intento de invertir la carga de la prueba. ¿No es acaso el Poder Ejecutivo, a través de la empresa pública SBASE, el propietario del subte? ¿No es el Poder Ejecutivo el que ha aceptado el traspaso desde la Nación mediante un acuerdo firmado por el Jefe de Gobierno? ¿No es el Poder Ejecutivo la autoridad de aplicación de las leyes relativas al subte? ¿No es el Poder Ejecutivo el concedente del servicio a la empresa privada Metrovías, con quien ha firmado un nuevo contrato? ¿No es el Poder Ejecutivo el que pretende aumentar de nuevo la tarifa del subte? Pero entonces, ¿quién tiene acceso a los esquemas de costos, ingresos y egresos? ¿Quién debe explicar, exponer, mostrar, demostrar, justificar, probar, verificar, confrontar -o el sinónimo que se prefiera- que su decreto de aumento del boleto es razonable y legítimo?
No menos sorprendente resulta, frente a la obviedad de que la suba anterior ha perjudicado en mayor medida a los sectores menos favorecidos, que la demandada alegue que "no ha sido presentado por la parte estudio alguno que acredite la utilización del servicio por estracto (sic) social para poder evaluar mas no sea someramente el impacto del aumento en los sectores de menores recursos." Entendemos que no hace falta "acreditar" lo que de sobra sabe hasta un niño de jardín de infantes: que cuando un servicio público se encarece, quienes primero buscan un sustituto más barato son quienes menor poder adquisitivo tienen.
IX.- RESPECTO DEL SEPTIMO AGRAVIO

En términos generales, se ha contestado a lo largo del presente. Sin perjuicio de ello, la apelación de la demandada amerita algunas consideraciones adicionales.
En el punto 1 la contraria dice: "La iniciativa de aumentar la tarifa obedeció a un criterio de mitigar los efectos de la delicada crisis económico-financiera que afecta a amplios sectores de la población, que entre otros aspectos, encuentra a la inflación y la Emergencia." Paradójico razonamiento éste: como la crisis y la inflación afectan a amplios sectores, vamos a mitigar sus efectos… ¡subiendo la tarifa del subte!

En el punto 2.1 dice: "En un mercado donde existe un único vendedor y multiplicidad de compradores, el precio resultante será superior al costo de obtenerlo o producirlo, generando una ganancia para el vendedor. En este caso, no ha demostrado el peticionante que la rentabilidad del negocio sea excesiva y justifique mermar los aumentos dispuestos." Subterráneo en esta Ciudad hay uno solo y por ende tiene carácter monopólico. Y no pretendemos, desde ya, recibir un remedo de curso básico abreviado de economía capitalista. Pero tras haber aumentado los peajes, las patentes, los sellos y el ABL con destino al subte, decretar una nueva suba de tarifa sin demostrar su necesidad no es proteger el interés público, claro está, sino cuidarle la "rentabilidad del negocio" al concesionario privado.
En el punto 2.2, sobre el carácter justiciable del tema tarifario, la contraria cita un fallo de la CSJN del año 2000, antes de los cambios en su composición, al que considera como un fallo "reciente", y otro de la Sala III de la Cámara Nacional Federal en lo Contencioso Administrativo del año 1995, bajo el menemismo. En este último caso, se plantea que "para pedir la suspensión de los efectos de un acto administrativo en sede judicial es que necesario que además de hallarse verificados los requisitos de admisibilidad… tal suspensión haya sido pedida a la Administración, que ésta la haya denegado…"
Fuera de no compartir esta aparente doctrina de que "las medidas cautelares sólo serían procedentes una vez que han sido dictadas en Sede Administrativa", es decir por el Poder Ejecutivo, la información justificatoria del aumento del subterráneo le fue solicitada en la Legislatura en ocasión de aprobarse la Ley 4.472, en la audiencia pública realizada en el Teatro General San Martín, en la sesión especial del pasado martes 5 de marzo y a la que el oficialismo no asistió, en debates por los medios de comunicación y en otras oportunidades. La respuesta de la demandada fue siempre la misma, igual que ante la medida precautelar y la consiguiente cautelar dictadas por el Juez Pablo Mantaras producto del recurso de amparo que presentamos: nada.
PETITORIO:

a) Se eleve al superior.

b) Se confirme la resolución por la cual se ordena, con carácter cautelar, la suspensión de la entrada en vigencia de la Resolución N° 1798/SBASE/13, hasta tanto se resuelva la cuestión de fondo debatida en estos autos.
Proveer de Conformidad
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